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AMBITO LABORAL 

1º. Cotización Seguros sociales y afiliación: no se suspenden dichos procedimientos 

administrativos. 

2º. Prioridad por el trabajo a distancia. Se cumplirá con la obligación de efectuar la 

evaluación de riesgos a través de una autoevaluación realizada voluntariamente por la 

propia persona trabajadora. 

3º. Derecho de adaptación del horario y reducción de jornada. 

1. Las personas trabajadoras por cuenta ajena que acrediten deberes de cuidado 

respecto del cónyuge o pareja de hecho, así como respecto de los familiares 

por consanguinidad hasta el segundo grado de la persona trabajadora, tendrán 

derecho a acceder a la adaptación de su jornada y/o a la reducción de la misma 

en los términos previstos en el presente artículo, cuando concurran 

circunstancias excepcionales relacionadas con las actuaciones necesarias para 

evitar la transmisión comunitaria del COVID-19. 

Se entenderá que concurren dichas circunstancias excepcionales cuando sea 

necesaria la presencia de la persona trabajadora para la atención de alguna de 

las personas indicadas en el apartado anterior que, por razones de edad, 

enfermedad o discapacidad, necesite de cuidado personal y directo como 

consecuencia directa del COVID-19. Asimismo, se considerará que concurren 

circunstancias excepcionales cuando existan decisiones adoptadas por las 

Autoridades gubernativas relacionadas con el COVID-19 que impliquen cierre 

de centros educativos o de cualquier otra naturaleza que dispensaran cuidado 

o atención a la persona necesitada de los mismos. También se considerará que 

concurren circunstancias excepcionales que requieren la presencia de la 

persona trabajadora, cuando la persona que hasta el momento se hubiera 

encargado del cuidado o asistencia directos de cónyuge o familiar hasta 

segundo grado de la persona trabajadora no pudiera seguir haciéndolo por 

causas justificadas relacionadas con el COVID-19. 



El derecho previsto en este artículo es un derecho individual de cada uno de los 

progenitores o cuidadores, que debe tener como presupuesto el reparto 

corresponsable de las obligaciones de cuidado y la evitación de la perpetuación 

de roles, debiendo ser justificado, razonable y proporcionado en relación con la 

situación de la empresa, particularmente en caso de que sean varias las 

personas trabajadoras que acceden al mismo en la misma empresa. 

2. El derecho a la adaptación de la jornada por deberes de cuidado por 

circunstancias excepcionales relacionadas con el COVID-19 es una prerrogativa 

cuya concreción inicial corresponde a la persona trabajadora, tanto en su alcance 

como en su contenido, siempre y cuando esté justificada, sea razonable y 

proporcionada, teniendo en cuenta las necesidades concretas de cuidado que debe 

dispensar la persona trabajadora, debidamente acreditadas, y las necesidades de 

organización de la empresa. Empresa y persona trabajadora deberán hacer lo 

posible por llegar a un acuerdo. 

El derecho a la adaptación de la jornada podrá referirse a la distribución del tiempo 

de trabajo o a cualquier otro aspecto de las condiciones de trabajo, cuya alteración 

o ajuste permita que la persona trabajadora pueda dispensar la atención y cuidado 

objeto del presente artículo. Puede consistir en cambio de turno, alteración de 

horario, horario flexible, jornada partida o continuada, cambio de centro de 

trabajo, cambio de funciones, cambio en la forma de prestación del trabajo, 

incluyendo la prestación de trabajo a distancia, o en cualquier otro cambio de 

condiciones que estuviera disponible en la empresa o que pudiera implantarse de 

modo razonable y proporcionado, teniendo en cuenta el carácter temporal y 

excepcional de las medidas contempladas en la presente norma,, que se limita al 

período excepcional de duración del COVID-19. 

3. Las personas trabajadoras tendrán derecho a una reducción especial de la 

jornada de trabajo en las situaciones previstas en el artículo 37.6, del Estatuto de 

los Trabajadores, cuando concurran las circunstancias excepcionales previstas en el 

apartado primero de este artículo, con la reducción proporcional de su salario. 

Salvo por las peculiaridades que se exponen a continuación, esta reducción especial 

se regirá por lo establecido en los artículos 37.6 y 37.7 del Estatuto de los 



Trabajadores así como por el resto de normas que atribuyen garantías, beneficios, 

o especificaciones de cualquier naturaleza a las personas que acceden a los 

derechos establecidos en estos preceptos. 

La reducción de jornada especial deberá ser comunicada a la empresa con 24 horas 

de antelación, y podrá alcanzar el cien por cien de la jornada si resultara necesario, 

sin que ello implique cambio de naturaleza a efectos de aplicación de los derechos 

y garantías establecidos en el ordenamiento para la situación prevista en el artículo 

37.6 del Estatuto de los Trabajadores. 

En caso de reducciones de jornada que lleguen al 100 % el derecho de la persona 

trabajadora deberá estar justificado y ser razonable y proporcionado en atención a 

la situación de la empresa. 

En el supuesto establecido en el artículo 37.6 segundo párrafo no será necesario 

que el familiar que requiere atención y cuidado no desempeñe actividad retribuida. 

4. En el caso de que la persona trabajadora se encontrara disfrutando ya de una 

adaptación de su jornada por conciliación, o de reducción de jornada por cuidado 

de hijos o familiares, o de alguno de los derechos de conciliación previstos en el 

ordenamiento laboral, incluidos los establecidos en el propio artículo 37, podrá 

renunciar temporalmente a él o tendrá derecho a que se modifiquen los términos 

de su disfrute siempre que concurran las circunstancias excepcionales previstas en 

el apartado primero de este artículo, debiendo la solicitud limitarse al periodo 

excepcional de duración de la crisis sanitaria y acomodarse a las necesidades 

concretas de cuidado que debe dispensar la persona trabajadora, debidamente 

acreditadas, así como a las necesidades de organización de la empresa, 

presumiéndose que la solicitud está justificada, es razonable y proporcionada salvo 

prueba en contrario. 

 

4º. Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión de 

contratos y reducción de jornada por causa de fuerza mayor. 

Tipificación de la justificación de causa mayor: Las suspensiones de contrato y 

reducciones de jornada que tengan su causa directa en pérdidas de actividad 

como consecuencia del COVID-19, incluida la declaración del estado de alarma, 



que impliquen suspensión o cancelación de actividades, cierre temporal de 

locales de afluencia pública, restricciones en el transporte público y, en general, 

de la movilidad de las personas y/o las mercancías, falta de suministros que 

impidan gravemente continuar con el desarrollo ordinario de la actividad, o 

bien en situaciones urgentes y extraordinarias debidas al contagio de la plantilla 

o la adopción de medidas de aislamiento preventivo decretados por la 

autoridad sanitaria, que queden debidamente acreditados, tendrán la 

consideración de provenientes de una situación de fuerza mayor. 

Procedimiento en dichos casos:  

a) El procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa, que se 

acompañará de un informe relativo a la vinculación de la pérdida de 

actividad como consecuencia del COVID-19, así como, en su caso, de la 

correspondiente documentación acreditativa. La empresa deberá 

comunicar su solicitud a las personas trabajadoras y trasladar el informe 

anterior y la documentación acreditativa, en caso de existir, a la 

representación de estas. 

b) La existencia de fuerza mayor, como causa motivadora de suspensión de 

los contratos o de la reducción de jornada prevista en este artículo, deberá 

ser constatada por la autoridad laboral, cualquiera que sea el número de 

personas trabajadoras afectadas. 

c) La resolución de la autoridad laboral se dictará en el plazo de cinco días 

desde la solicitud, previo informe, en su caso, de la Inspección de Trabajo y 

Seguridad Social y deberá limitarse a constatar la existencia, cuando 

proceda, de la fuerza mayor alegada por la empresa correspondiendo a ésta 

la decisión sobre la aplicación de medidas de suspensión de los contratos o 

reducción de jornada, que surtirán efectos desde la fecha del hecho 

causante de la fuerza mayor. 

d) El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya solicitud 

será potestativa para la autoridad laboral, se evacuará en el plazo 

improrrogable de cinco días. 



Si se aprueba, surtirá efectos desde la fecha del hecho causante de la fuerza 

mayor. 

Medidas en el ámbito de la cotización: En los expedientes de suspensión de 

contratos y reducción de jornada autorizados en base a fuerza mayor temporal 

vinculada al COVID-19 la Tesorería General de la Seguridad Social exonerará a la 

empresa del abono de la aportación empresarial así como del relativo a las 

cuotas por conceptos de recaudación conjunta, mientras dure el período de 

suspensión de contratos o reducción de jornada autorizado en base a dicha 

causa cuando la empresa, a 29 de febrero de 2020, tuviera menos de 50 

trabajadores en situación de alta en la Seguridad Social. Si la empresa tuviera 

50 trabajadores o más, en situación de alta en la Seguridad Social, la 

exoneración de la obligación de cotizar alcanzará al 75 % de la aportación 

empresarial. 

Dicha exoneración no tendrá efectos para la persona trabajadora, 

manteniéndose la consideración de dicho período como efectivamente 

cotizado a todos los efectos. 

La exoneración de cuotas se aplicará por la Tesorería General de la Seguridad 

Social a instancia del empresario, previa comunicación de la identificación de 

los trabajadores y período de la suspensión o reducción de jornada. A efectos 

del control de la exoneración de cuotas será suficiente la verificación de que el 

Servicio Público de Empleo Estatal proceda al reconocimiento de la 

correspondiente prestación por desempleo por el período de que se trate. 

 

Medidas en el ámbito de la prestación por desempleo:  

a. Se reconocerá la prestación por desempleo a las personas 

trabajadoras afectadas, aunque carezcan del período de ocupación 

cotizada mínimo necesario para ello. 

b. No computar el tiempo en que se perciba la prestación por 

desempleo de nivel contributivo que traiga su causa inmediata de las 



citadas circunstancias extraordinarias, a los efectos de consumir los 

períodos máximos de percepción establecidos. 

Estas medidas extraordinarias en el ámbito laboral estarán sujetas al 

compromiso de la empresa de mantener el empleo durante el plazo de seis 

meses desde la fecha de reanudación de la actividad. 

 

5º. Medidas excepcionales en relación con los procedimientos de suspensión y 
reducción de jornada por causa económica, técnica, organizativa y de producción. 

Tipificación: En los supuestos que se decida por la empresa la suspensión de 

contrato o reducción de la jornada por causas económicas, técnicas, organizativas y 

de producción relacionadas con el COVID-19, se aplicarán las siguientes 

especialidades, respecto del procedimiento recogido en la normativa reguladora de 

estos expedientes: 

a) En el supuesto de que no exista representación legal de las personas 

trabajadoras, la comisión representativa de estas para la negociación del 

periodo de consultas estará integrada por los sindicatos más representativos y 

representativos del sector al que pertenezca la empresa y con legitimación para 

formar parte de la comisión negociadora del convenio colectivo de aplicación. 

La comisión estará conformada por una persona por cada uno de los sindicatos 

que cumplan dichos requisitos, tomándose las decisiones por las mayorías 

representativas correspondientes. En caso de no conformarse esta 

representación, la comisión estará integrada por tres trabajadores de la propia 

empresa, elegidos conforme a lo recogido en el artículo 41.4 del Estatuto de los 

Trabajadores. 

En cualquiera de los supuestos anteriores, la comisión representativa deberá 

estar constituida en el improrrogable plazo de 5 días. 

b) El periodo de consultas entre la empresa y la representación de las personas 

trabajadoras o la comisión representativa prevista en el punto anterior no 

deberá exceder del plazo máximo de siete días. 



c) El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya solicitud será 

potestativa para la autoridad laboral, se evacuará en el plazo improrrogable de 

siete días. 

Medidas en el ámbito de la prestación por desempleo:  

a. Se reconocerá la prestación por desempleo a las personas 

trabajadoras afectadas, aunque carezcan del período de ocupación 

cotizada mínimo necesario para ello. 

b. No computar el tiempo en que se perciba la prestación por 

desempleo de nivel contributivo que traiga su causa inmediata de las 

citadas circunstancias extraordinarias, a los efectos de consumir los 

períodos máximos de percepción establecidos. 

Estas medidas extraordinarias en el ámbito laboral estarán sujetas al 

compromiso de la empresa de mantener el empleo durante el plazo de seis 

meses desde la fecha de reanudación de la actividad. 

 

6º. Limitación temporal de los efectos de la presentación extemporánea de 

solicitudes de prestaciones por desempleo. La presentación de las solicitudes de alta 

inicial o reanudación de la prestación y el subsidio por desempleo realizada fuera de 

los plazos establecidos legalmente no implicará que se reduzca la duración del derecho 

a la prestación correspondiente. 

 

7º. Prórroga del subsidio por desempleo y a la declaración anual de rentas. 

a. Se prorrogará de oficio el derecho a percibir el subsidio por desempleo en los 

supuestos sujetos a la prórroga semestral del derecho, a efectos de que la falta 

de solicitud no comporte la interrupción de la percepción del subsidio por 

desempleo ni la reducción de su duración. 

b. en el caso de los beneficiarios del subsidio para mayores de cincuenta y dos 

años no se interrumpirá el pago del subsidio y de la cotización a la Seguridad 



Social aun cuando la presentación de la preceptiva declaración anual de rentas 

se realice fuera del plazo establecido legalmente. 

 

 

ÁMBITO AUTÓNOMOS 

1º. Ampliación de los supuestos para ser beneficiario de la prestación por cese de 
actividad (desempleo). 

Requisitos: Los trabajadores por cuenta propia o autónomos (incluidos autónomos 

societarios, tarifa plana, familiar colaborador y agrarios), cuyas actividades queden 

suspendidas por la declaración del Estado de alarma o en cualquier caso cuando su 

facturación en el mes anterior al que se solicita la prestación se vea reducida, al 

menos, en un 75 por ciento en relación con el promedio de facturación del semestre 

anterior (se acreditará mediante documentos contables, fiscales o administrativos) 

tendrán derecho a la prestación extraordinaria por cese de actividad (incluidos los que 

no cotizaban por dicha contingencia) siempre que se cumplan los siguientes requisitos: 

a) Estar afiliados y en alta, en la fecha de la declaración del estado de alarma (14 de 

marzo de 2020), en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 

por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la 

Seguridad Social de los Trabajadores del Mar. 

b) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en virtud 

de lo previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, acreditar la reducción 

de su facturación en, al menos, un 75 por ciento, en relación con la efectuada en el 

semestre anterior. 

c) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. (si hay 

descubierto se permitirá la regularización). 

Cuantía: el 70 por ciento a la base reguladora con unos topes máximos y mínimos. 

Cuantías máximas: 

 Sin hijos a cargo: 1.098,09 



 Un hijo a cargo: 1.254,96 

 Más de un hijo a cargo: 1.411,83 

Cuantías mínimas:  

 Sin hijos a cargo: 501,98 

 Con hijos a cargo: 671,40 

Cómo y cuando se cobrará: se abonará entre el día 7 y 10 de cada mes por periodos 

vencidos con transferencia a la cuenta bancaria que se comunique. 

Duración: La prestación extraordinaria por cese de actividad regulada tendrá una 

duración de un mes, ampliándose, en su caso, hasta el último día del mes en el que 

finalice el estado de alarma, en el supuesto de que este se prorrogue y tenga una 

duración superior al mes. El tiempo de su percepción se entenderá como cotizado y no 

reducirá los períodos de prestación por cese de actividad a los que el beneficiario 

pueda tener derecho en el futuro. 

Los socios trabajadores de las cooperativas de trabajo asociado que hayan optado por 

su encuadramiento como trabajadores por cuenta propia en el régimen especial que 

corresponda tendrán derecho igualmente a esta prestación extraordinaria, siempre 

que reúnan los requisitos establecidos. 

No es preciso que el trabajador autónomo se dé de baja de su actividad, lo único que 

no debe realizar una actividad económica. Si la solicitud se realiza por reducción de los 

ingresos en un 75% es obligatorio continuar dado de alta como autónomo durante 

todo el periodo de percepción de la prestación. 

Durante el tiempo que se perciba la prestación no se deberá realizar el pago de las 

cotizaciones. 

Plazos de solicitud: 

a. Si usted solicita por ser una actividad recogida en el Real Decreto 463/2020: 

podrá presentar su solicitud desde el 19 de marzo, indicando en la misma 



que se le reconozca la prestación desde el momento de declaración del 

estado de alarma. 

b. Si usted solicita por reducción de sus ingresos en un 75%: podrá presentar 

su solicitud en el momento que pueda acreditar la disminución de ingresos 

del 75% respecto al último semestre y en todo caso a partir del 1 de abril. 

En todo caso, el plazo de solicitud es de un mes desde la entrada en vigor del Real 

Decreto, es decir, finaliza el 14 de abril. 

Fecha de inicio de la prestación: el 14 de marzo de 2020 (declaración del estado de 

alarma) 

Ejemplos de documentación a aportar (atención, disparidad de criterio según cada 

Mutua):  

 Estimación Directa: 

Modelo 130 de los cuatro trimestres de 2019. 

Libro de facturas emitidas y recibidas del periodo de estudio de los siete meses 
anteriores a la solicitud. 

 Estimación Objetiva: 

Modelo 131 del último trimestre de 2019.  

Cuenta de pérdidas y ganancias desglosada mes a mes de todo el año 2019. 

Cuenta de pérdidas y ganancias desglosada de enero, febrero y marzo de 2020. 

Libro de registro de ventas e ingresos.  

Registro de compras y gastos.  

Y en ambos casos, cualquier documentación que acredite la reducción de la 

facturación. 

Entidades gestoras: las Mutuas. 



Pluriactividad: es incompatible ya que el autónomo tiene otra fuente de ingresos. 

En el caso de tener trabajadores contratados: no es requisito presentar un ERTE, si 
bien, en el caso de hacerlo, se deberá comunicar en la solicitud de la prestación. 

 

AMBITO FISCAL. 

1º. Liquidación de impuestos: no se suspenden los plazos tributarios ni las fechas de 

presentación de liquidaciones y autoliquidaciones. 

2º. Suspensión de los vencimientos de los plazos y fracciones de los acuerdos de 

aplazamiento y fraccionamiento concedidos, los plazos relacionados con el desarrollo 

de las subastas y adjudicación de bienes 

 

 

 

AMBITO SUMINISTROS 

1º. Hasta el 18 de abril los suministradores de energía eléctrica, gas natural y agua no 
podrán suspender el suministro a aquellos consumidores en los que concurra la 
condición de consumidor vulnerable, vulnerable severo o en riesgo de exclusión social. 

2º. Se prorroga el bono social hasta el 15 de septiembre de 2020. 

3º. El precio de la bombona de butano se mantendrá sin variaciones durante seis 
meses. 

 

ÁMBITO HIPOTECARIO 

1º. Moratoria de deuda hipotecaria para la compra de vivienda habitual. 

Requisito: deudor este en situación de vulnerabilidad económica conforme lo descrito 

a continuación: 

a) Que el deudor hipotecario pase a estar en situación de desempleo o, 

en caso de ser empresario o profesional, sufra una pérdida sustancial de 

sus ingresos o una caída sustancial de sus ventas. 



b) Que el conjunto de los ingresos de los miembros de la unidad familiar 

no supere, en el mes anterior a la solicitud de la moratoria: 

i. Con carácter general, el límite de tres veces el Indicador 

Público de Renta de Efectos Múltiples mensual (en adelante 

IPREM). 

ii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada 

hijo a cargo en la unidad familiar. El incremento aplicable por 

hijo a cargo será de 0,15 veces el IPREM por cada hijo en el caso 

de unidad familiar monoparental. 

iii. Este límite se incrementará en 0,1 veces el IPREM por cada 

persona mayor de 65 años miembro de la unidad familiar. 

iv. En caso de que alguno de los miembros de la unidad familiar 

tenga declarada discapacidad superior al 33 por ciento, situación 

de dependencia o enfermedad que le incapacite 

acreditadamente de forma permanente para realizar una 

actividad laboral, el límite previsto en el subapartado i) será de 

cuatro veces el IPREM, sin perjuicio de los incrementos 

acumulados por hijo a cargo. 

v. En el caso de que el deudor hipotecario sea persona con 

parálisis cerebral, con enfermedad mental, o con discapacidad 

intelectual, con un grado de discapacidad reconocido igual o 

superior al 33 por ciento, o persona con discapacidad física o 

sensorial, con un grado de discapacidad reconocida igual o 

superior al 65 por ciento, así como en los casos de enfermedad 

grave que incapacite acreditadamente, a la persona o a su 

cuidador, para realizar una actividad laboral, el límite previsto en 

el subapartado i) será de cinco veces el IPREM. 

c) Que la cuota hipotecaria, más los gastos y suministros básicos, resulte 

superior o igual al 35 por cien de los ingresos netos que perciba el 

conjunto de los miembros de la unidad familiar. 



d) Que, a consecuencia de la emergencia sanitaria, la unidad familiar 

haya sufrido una alteración significativa de sus circunstancias 

económicas en términos de esfuerzo de acceso a la vivienda: 

a) Que se ha producido una alteración significativa de las 

circunstancias económicas cuando el esfuerzo que represente la 

carga hipotecaria sobre la renta familiar se haya multiplicado por 

al menos 1,3. 

b) Que se ha producido una caída sustancial de las ventas cuando 

esta caída sea al menos del 40 %. 

c) Por unidad familiar la compuesta por el deudor, su cónyuge no 

separado legalmente o pareja de hecho inscrita y los hijos, con 

independencia de su edad, que residan en la vivienda, 

incluyendo los vinculados por una relación de tutela, guarda o 

acogimiento familiar y su cónyuge no separado legalmente o 

pareja de hecho inscrita, que residan en la vivienda. 

 

Acreditación de los requisitos: 

a) En caso de situación legal de desempleo, mediante certificado expedido por la 

entidad gestora de las prestaciones, en el que figure la cuantía mensual percibida 

en concepto de prestaciones o subsidios por desempleo. 

b) En caso de cese de actividad de los trabajadores por cuenta propia, mediante 

certificado expedido por la Agencia Estatal de la Administración Tributaria o el 

órgano competente de la Comunidad Autónoma, en su caso, sobre la base de la 

declaración de cese de actividad declarada por el interesado. 

c) Número de personas que habitan la vivienda: 

i. Libro de familia o documento acreditativo de pareja de hecho. 

ii. Certificado de empadronamiento relativo a las personas empadronadas en la 

vivienda, con referencia al momento de la presentación de los documentos 

acreditativos y a los seis meses anteriores. 



iii. Declaración de discapacidad, de dependencia o de incapacidad permanente 

para realizar una actividad laboral. 

d) Titularidad de los bienes: 

i. Nota simple del servicio de índices del Registro de la Propiedad de todos los 

miembros de la unidad familiar. 

ii. Escrituras de compraventa de la vivienda y de concesión del préstamo con 

garantía hipotecaria. 

e) Declaración responsable del deudor o deudores relativa al cumplimiento de los 

requisitos exigidos para considerarse sin recursos económicos suficientes según la 

normativa. 

Concesión de la moratoria: Una vez realizada la solicitud de la moratoria la entidad 

acreedora procederá a su implementación en un plazo máximo de 15 días. 

 

ÁMBITO TELECOMUNICACIONES 

1º. No se podrán suspender los servicios de comunicaciones electrónicas y la 

conectividad de banda ancha. Mientras esté en vigor el estado de alarma, las 

empresas proveedoras de servicios de comunicaciones electrónicas mantendrán la 

prestación de los servicios de comunicaciones electrónicas disponibles al público 

contratados por sus clientes a fecha del inicio de la aplicación del estado de alarma, de 

forma que no podrán suspenderlos o interrumpirlos por motivos distintos a los de 

integridad y seguridad de las redes y de los servicios de comunicaciones electrónicas. 

2º. Suspensión de la portabilidad. Mientras esté en vigor el estado de alarma, no se 

realizarán por los proveedores de servicios de comunicaciones electrónicas campañas 

comerciales extraordinarias de contratación de servicios de comunicaciones 

electrónicas que requieran la portabilidad de numeración, en la medida que puede 

incrementar la necesidad de los usuarios de desplazarse físicamente a centros de 

atención presencial a clientes o de realizar intervenciones físicas en los domicilios de 

los clientes para mantener la continuidad en los servicios. 



Con este mismo fin, mientras esté en vigor el estado de alarma, se suspenderán todas 

las operaciones de portabilidad de numeración fija y móvil que no estén en curso, 

excepto en casos excepcionales de fuerza mayor. 

 

ÁMBITO COMERCIO. 

Durante la vigencia del Estado de Alarma o sus posibles prórrogas, se interrumpen los 

plazos para la devolución de los productos comprados por cualquier modalidad, bien 

presencial bien on-line. 

 

ÁMBITO SOCIETARIO 

Posibilidad de celebrar las sesiones y acuerdos de forma flexible: 

1º. Aunque los estatutos no lo hubieran previsto, durante el periodo de alarma, las 

sesiones de los órganos de gobierno y de administración de las asociaciones, de las 

sociedades civiles y mercantiles, del consejo rector de las sociedades cooperativas y 

del patronato de las fundaciones podrán celebrarse por videoconferencia que asegure 

la autenticidad y la conexión bilateral o plurilateral en tiempo real con imagen y sonido 

de los asistentes en remoto. La misma regla será de aplicación a las comisiones 

delegadas y a las demás comisiones obligatorias o voluntarias que tuviera constituidas. 

La sesión se entenderá celebrada en el domicilio de la persona jurídica. 

2º. Aunque los estatutos no lo hubieran previsto, durante el periodo de alarma, los 

acuerdos de los órganos de gobierno y de administración de las asociaciones, de las 

sociedades civiles y mercantiles, del consejo rector de las sociedades cooperativas y 

del patronato de las fundaciones podrán adoptarse mediante votación por escrito y sin 

sesión siempre que lo decida el presidente y deberán adoptarse así cuando lo solicite, 

al menos, dos de los miembros del órgano. La misma regla será de aplicación a las 

comisiones delegadas y a las demás comisiones obligatorias o voluntarias que tuviera 

constituidas. La sesión se entenderá celebrada en el domicilio social. 

3º. Se amplían plazos formulación de cuentas y depósito libros: El plazo de tres meses 

a contar desde el cierre del ejercicio social para que el órgano de gobierno o 



administración de una persona jurídica obligada formule las cuentas anuales, 

ordinarias o abreviadas, individuales o consolidadas, y, si fuera legalmente exigible, el 

informe de gestión, y para formular los demás documentos que sean legalmente 

obligatorios por la legislación de sociedades queda suspendido hasta que finalice el 

estado de alarma, reanudándose de nuevo por otros tres meses a contar desde esa 

fecha. La junta general ordinaria para aprobar las cuentas del ejercicio anterior se 

reunirá necesariamente dentro de los tres meses siguientes a contar desde que finalice 

el plazo para formular las cuentas anuales. 

4º. Plazos para presentar la declaración de concurso: Mientras esté vigente el estado 

de alarma, el deudor que se encuentre en estado de insolvencia no tendrá el deber de 

solicitar la declaración de concurso. Hasta que transcurran dos meses a contar desde la 

finalización del estado de alarma, los jueces no admitirán a trámite las solicitudes de 

concurso necesario que se hubieran presentado durante ese estado o que se 

presenten durante esos dos meses. Si se hubiera presentado solicitud de concurso 

voluntario, se admitirá éste a trámite, con preferencia, aunque fuera de fecha 

posterior. 

 

DOCUMENTO NACIONAL DE IDENTIDAD Y FIRMAS DIGITALES. 

Queda prorrogada por un año, hasta el día trece de marzo de dos mil veintiuno, la 

validez del documento nacional de identidad de las personas mayores de edad 

titulares de un documento que caduque a partir de la declaración del estado de 

alarma. 

La prórroga de la validez del documento nacional de identidad permitirá que puedan 

renovarse, conforme al procedimiento actual, los certificados reconocidos 

incorporados al mismo por igual periodo. 

 

Todas estas medidas finalizarán el 17 de abril, excepto aquellas que se haya indicado 
una fecha determinada. 

 



 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

ÁMBITO GESTIONES 

 

1º. Inscripción en Labora – Servef (no procede en ERTE por consecuencia COVID-19 
ya que la gestión será automática entre empresa y administración) 

Si es tu primera inscripción puedes solicitar cita previa (1ª inscripción) a través:  

Este enlace https://puntlabora.gva.es/puntlabora/?lang=es  

Del teléfono de la Generalitat 012  

O de la App Gva AutoServef  

Desde el Espai Labora correspondiente se pondrán en contacto contigo telefónicamente para 
realizar dicha inscripción.  

Si ya has estado inscrito: 

web https://puntlabora.gva.es/puntlabora/?lang=es  

APP (sólo android) GVAAUTOSERVEF  

Teléfono: 012 

 

2º. Cita previa SEPE (no procede en ERTE por consecuencia COVID-19 ya que la 
gestión será automática entre empresa y administración) : 



https://sede.sepe.gob.es/contenidosSede/generico.do?pagina=proce_ciudadanos/cita_previa.
html 

 

TELÉFONOS ASISTENCIA 

 

1º. Consellería de Economía Sostenible: 900.35.31.35 

Para resolver dudas de carácter laboral o empresarial que tengan empresas, 
negocios y autónomos. 

 

2º. Servicio Público de Empleo: 

 Empresas: 900.81.24.01 

 Ciudadanos: 900.81.24.00 

 

3º. Ayuntamiento de Alicante. 

 Emergencia Social: 900.700.096 

 

FINANCIACION 

 



1º. Líneas ICO: 

a.  ICO Sector Turístico y actividades conexas Covid 19/Thomas Cook: 
https://www.ico.es/web/ico/ico-sector-turistico-y-actividades-conexas- 

a. Importe máximo por cliente: hasta 500.000  euros, en una o varias 
operaciones. 

b. Conceptos financiables: Necesidades de liquidez  financiables a 
través de la Línea Empresas y Emprendedores. 

c. Modalidad: préstamo. 
d. Tipo de interés: fijo, hasta el 1,5% (TAE máxima incluida comisiones). 
e. Plazo de amortización y carencia: De 1 a 4 años con 1 año de 

carencia de principal. 
f. Comisiones: la entidad de  crédito podrá cobrar una única comisión 

al inicio de la operación, además de, en su caso, la de amortización 
anticipada. 

g. Garantías: a determinar por la entidad de crédito, excepto aval de 
SGR/SAECA. 

h. Vigencia: se podrán formalizar préstamos hasta el 31 de diciembre 
de 2020. 

i. Esta financiación con garantía del ICO está sometida al Reglamento 
(UE) número 1407/2013  de la Comisión Europea relativo a las 
ayudas de minimis. 

j. Teléfono gratuito de atención al cliente, 900 121 121. 
 


